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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-004-2008-0871-00

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
LAUREANO MEJÍA LLANO 

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES  

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
No hay lugar a conceder el beneficio de incrementos pensionales por personas a cargo consagrados en el Acuerdo 049 de 1990, cuando la pensión es reconocida bajo los lineamientos de la Ley 100 de 1993, por respeto al principio de inescindibilidad o conglobamento.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0052 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dieciocho (18) días del mes de junio del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco de la tarde (05:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES – en uso de días compensatorios-,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor LAUREANO MEJÍA LLANO  en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 18 de febrero de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor del señor LAUREANO MEJÍA LLANO el incremento pensional equivalente al 14% sobre su mesada pensional por cónyuge a cargo, al pago del retroactivo, así como los reajustes y beneficios legales a que haya lugar, los intereses de mora de manera retroactiva, además de la indexación de las condenas, costas procesales y agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 3213 del 06 de octubre de 2000, le fue reconocida la pensión de vejez, sin el correspondiente incremento pensional a que tiene derecho por tener a su cargo a su cónyuge, la señora Carmen Ofir Peña de Mejía, aduce que es beneficiario del régimen de transición por tanto le es aplicable el Decreto 758 de 1990; que presentó derecho de petición ante la entidad para solicitar el derecho al incremento pensional, obteniendo respuesta negativa, a través de la cual la entidad argumenta que el Decreto en mención fue derogado por la Ley 100 de 1993 eliminando tal prerrogativa.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda, niega los relacionados con las condiciones personales del demandante y se atiene a lo probado en el decurso del proceso. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “PRESCRIPCIÓN”, INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, COBRO DE LO NO DEBIDO”, BUENA FE” y la “GENÉRICA” 

III. LA SENTENCIA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por el señor LAUREANO MEJÍA LLANO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, y lo condenó en costas en un 100%.
Para arribar a la anterior determinación, expresó sin mayores consideraciones  que la pensión reconocida al accionante por el Instituto de los Seguros Sociales tuvo como fundamento el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, y no el artículo 36 de la misma Ley, que contempla la aplicación de norma anterior a su vigencia, como es el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 del mismo año, que permite incrementos pensionales por lo tanto no es posible reconocer el incremento del 14% sobre la pensión,  por cónyuge a cargo, pues se estaría desconociendo “el principio de inescindibilidad o conglobamiento”.

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que el Instituto de los Seguros Sociales es responsable del pago del incremento pensional, toda vez que al momento de entrar en vigencia la ley 100 de 1993 el demandante se encontraba bajo el régimen de transición además la pensión debió reconocerse bajo los postulados del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que admite con la aplicación de normas anteriores a su vigencia, entre otros beneficios el incremento pensional.

De otra parte afirma que para decidir se incurrió en una “equivocada interpretación de las normas” pues la sentencia se encuentra fundamentada “en un error cometido por el Seguro Social al reconocer la pensión bajo prescripciones equivocadas” también se desconoce con la decisión que el actor tenía un derecho adquirido, pues al momento de entrar en vigencia la ley 100 de 1993 ya acreditaba los requisitos para pensionarse de acuerdo al Decreto 758 de 1990. 
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

a. ¿Puede reconocerse el beneficio de incrementos pensionales por personas a cargo consagrado en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, cuando la pensión es reconocida en aplicación del artículo 33 de de la Ley 100 de 1993?

2. De la aplicación del beneficio de incrementos pensionales por personas a cargo a pensiones reconocidas bajo el imperio de la Ley 100 de 1993:

Se encuentra probado que el señor Laureano Mejía Llano es pensionado por vejez por el organismo demandado, como lo demuestra la Resolución N° 3213 de 23 de octubre de 2003 [fl. 35], a partir del 06 de octubre de 2000. 

Analizando el contenido de la referida resolución, encuentra la Sala que la pensión efectivamente fue reconocida al demandante en virtud de las claras disposiciones de la Ley 100 de 1993, artículo 33, y que nada se dijo acerca del reconocimiento de la misma con base en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, régimen de transición, por lo que no le  es dable hablar al apoderado acerca de ese beneficio a favor de su representado y  con base en ello, invocar el reconocimiento de los incrementos por personas a cargo, consagrados por el Acuerdo 049 de 1990.

Tampoco es acogible el argumento expuesto en la alzada por la parte actora en el sentido de que el Instituto de Seguros Sociales, de manera equivocada reconoció la pensión bajo las prescripciones de la Ley 100 de 1993, cuando debió acudir al Decreto 758 de 1990, por ser beneficiario del régimen de transición; porque el señor Mejía Llano en caso de no haber estado conforme con el acto administrativo que le reconoció la pensión, debió interponer los recursos de ley, acciones que evidentemente no ejercitó.

Encuentra la Sala que la decisión de primer grado habrá de ser confirmada por cuanto el operador jurídico de primera instancia actuó tal como lo manda el principio de legalidad, en cuanto negó el reconocimiento del derecho deprecado, al encontrar que la pensión del actor fue reconocida bajo la vigencia de la Ley 100 de 1993, norma que en todo caso no contempla el reconocimiento de incrementos similares a los contenidos en el Acuerdo 049 de 1990. 

En efecto, el artículo 21 de dicho Acuerdo, aprobado por el Decreto 758 de 1990, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad, respectivamente, pero para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. El artículo 22 del Acuerdo 049 de 1990, a su vez, establece que tal incremento no hace parte integrante de la pensión. 

Bajo los lineamientos de la Ley 100 de 1993, se le reconoció al demandante la prestación solicitada a partir del 6 de octubre de 2000, por las 1098 semanas cotizadas y una tasa de reemplazo del 67%; legislación que no contempla ese tipo de incrementos, tal como fue determinado por el juzgado de primera instancia. La razón de esa determinación radica en que no puede aplicarse a la normatividad posterior beneficios inmersos en disposiciones anteriores, ni siquiera alegando favorabilidad para el pensionado, puesto que aquí no se presenta conflicto o duda acerca de la aplicación de reglas vigentes, caso en el cual sí procedería adoptar la más favorable en su integridad, como lo prevé el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo, pero no es el caso. 
Actuar de distinta manera constituiría una clara violación al principio de inescindibilidad o conglobamento, según el cual cuando de aplicar normas vigentes se trate se debe hacer en forma íntegra, sin escindirla o aplicarla parcialmente y sin extraer de varias, aún de las no aplicables, lo que de cada una es favorable porque ello equivale a conformar una lex tertia, que repugna al derecho, tal y como se concluyó en primera instancia.
Esta Colegiatura ha asumido posición en cuanto a los incrementos del artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 sobre hijos y cónyuge a cargo del pensionado dándoles pleno vigor, aplicando principios como favorabilidad y aplicación de los derechos adquiridos en régimen de transición; posición que en todo caso encontró respaldo jurisprudencial, en el pronunciamiento de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de julio 27 de 2005[
]. Pero no puede cohonestar su reconocimiento cuando hay prueba de que tal disposición no es la aplicable, en cuanto el derecho primigenio de pensión tuvo su fundamento en una ley posterior que no consagró aquel beneficio adicional.

Suficientes los anteriores argumentos para confirmar la sentencia objeto de apelación, siguiendo igual suerte la condena en costas, conforme al artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. En esta sede costas no se causaron.

 En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida en febrero 18/09, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor LAUREANO MEJÍA LLANO contra el INSTITUTOS DE LOS SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin lugar a costas en este grado jurisdiccional.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES







(En uso de días compensatorios)
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria

[�]. Sentencia del 27 de julio de 2005. Radicación 21.517. M.P. Isaura Vargas Díaz. Proceso iniciado por Luis  Hernando Herrera Silva Vs. I.S.S.





